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Exp. 958/2019/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 958/2019/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	PARTE ACTORA: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN, DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO.
 

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARÍA GABRIELA MARMOLEJO HERNÁNDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a primero de julio de dos mil veinte. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 958/2019/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada al Director General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el trece de septiembre de dos mil diecinueve, el C. **********, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra del Director General de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y por el acto precisado en su demanda de la siguiente manera.

“a) El acto administrativo contenido en el documento determinante de fecha 06 de agosto del 2019, en el cual se resuelve la orden de visita e inspección identificado con el número de folio ********** mediante el cual la autoridad demandad impone una multa al compareciente.”

II.- Mediante proveído de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve, se tuvo por admitid la demanda, por lo que, con la copia simple del escrito inicial de demanda y de sus anexos, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que de conformidad con lo establecido en los numerales 240, 241, 243, y 244 del citado Ordenamiento Procesal, dentro del término de diez días hábiles, contestara lo que a su derecho correspondiera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que éstas se encontraran relacionadas; apercibida que en caso de no hacerlo, esta Sala, de oficio, declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría a la autoridad demandada, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario y se ordenó dar vista a la Secretaria General de Gobierno del Estado, como superior jerárquico de la autoridad demandada, para su conocimiento y efectos legales procedentes, con una copia de la demanda inicial. 

En ese orden, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por ofreciendo las pruebas referidas en el escrito de cuenta, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Por otra parte, Por otra parte respecto a la suspensión solicitada y ante la obscuridad e imprecisión de la solicitud formulada, se requirió a la parte actora para que en el término concedido, para lo siguiente:

A).- Aclarara y precisara los alcances y efectos pretendidos con la suspensión solicitada; y 

b).- Exhibiera original y/o copia certificada de la correspondiente licencia, concesión y/o permiso de funcionamiento vigente que amparara la actividad comercial, del establecimiento con giro de Salón de Eventos denominado**********, ubicado en calle **********, **********, en esta ciudad.

Lo anterior, con el fin de tener los elementos suficientes para pronunciarse respecto de la suspensión solicitada; con el apercibimiento que de no cumplir con los requerimientos que anteceden, se determinaría lo que en derecho correspondiera sobre la misma.
III.- En auto de nueve de octubre de dos mil diecinueve, se dio cuenta con el oficio y anexos, signados por **********, en su carácter de Director General de Gobernación del Gobierno del Estado; recibido en este Tribunal el dos de octubre de dos mil diecinueve, mediante el cual dio contestación a la demanda. Por tanto, se le tuvo por contestada la demanda y con la copia simple del oficio contestatorio y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales correspondientes.
Así mismo, con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes:

· Resolución dictada el seis de agosto de dos mil diecinueve, para resolver la Orden de Visita e Inspección ********** y Acta de Inspección Circunstanciada número **********, en el establecimiento con giro de Salón de eventos denominado **********; y su respectiva constancia de notificación de nueve de septiembre de dos mil diecinueve (foja 16 a 21);
· Instrumental de actuaciones; y 

· Presuncional legal y humana.

A la autoridad demandada Director General de Gobernación del Gobierno del Estado, se le tuvieron  por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en:

· Copia fotostática certificada del nombramiento de doce de abril de dos mil dieciocho;
· Resolución dictada el seis de agosto de dos mil diecinueve, para resolver la Orden de Visita e Inspección ********** y Acta de Inspección Circunstanciada número **********, en el establecimiento con giro de Salón de eventos denominado **********; y su respectiva constancia de notificación de nueve de septiembre de dos mil diecinueve (foja 16 a 21);
· Orden de Visita e Inspección Vigilancia y Verificación, **********, de veintisiete de julio dos mil diecinueve (foja 38 a 39);
· Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada número **********, de veintisiete de julio de dos mil diecinueve (foja 40 a 43);
· Instrumental de actuaciones; 
· la presuncional legal y humana.
Consecuentemente, en virtud de que el demandante en su escrito inicial de demanda, negó lisa y llanamente que existieran las Ordenes de Visita e Inspección **********, y al respecto, la autoridad demandada al contestar la demanda refirió haber ordenado la visita de inspección, así como el desahogo de la acta de Inspección Circunstanciada y al efecto,  exhibió anexas a su contestación las documentales en que constan dichas actuaciones; con fundamento en lo dispuesto en la fracción IV, del artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda respecto de las documentales ya señaladas, apercibiéndosele a la parte actora, de tenerle por no ampliando su demanda, si no lo hiciera en el plazo que le fue señalado.
Respecto de la suspensión que solicitó la parte actora en su escrito inicial de demanda, la misma resulto improcedente, en virtud de que la parte actora no dio cumplimiento al requerimiento que le fue formulado en el punto 4 del auto de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve, para que aclara y precisara los efectos y alcances que pretendía con la suspensión solicitada, e igualmente exhibiera el original y/o copia certificada de la correspondiente licencia, concesión y/o permiso de funcionamiento que amparara la actividad comercial del establecimiento con giro de Salón de Eventos denominado **********.
IV.- A través del proveído de diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve, se dio cuenta con el escrito con una copia y sin anexos, que presento ********** parte actora; recibidos en la oficialía de partes de este Tribunal el catorce de noviembre de este año, mediante el cual en el término concedido amplía la demandada; por tanto, se tuvo a la parte actora, por interpuesta la ampliación de demanda, por lo que, con una copia simple del escrito de ampliación de mérito, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara la ampliación de demanda dentro del término de diez días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que se encontraran relacionadas; apercibida que en caso de no hacerlo de oficio se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por último, se reservó fijará la fecha y hora para la celebración de la audiencia final, hasta en tanto transcurriera el término otorgado a la autoridad demandada para contestar la ampliación de demanda. 

V.- Mediante auto de a seis de diciembre de dos mil diecinueve.se dio cuenta con el oficio, signado por **********, en su carácter de Director General de Gobernación en el Estado, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el dos de diciembre de dos mil diecinueve, mediante el cual dio contestación a la ampliación de demanda; por tanto, se tuvo por contestada la ampliación de la demanda a la citada autoridad, por tanto, con la copia simple del oficio de cuenta, córrase traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho corresponda.

Así mismo, se tuvieron como pruebas de la autoridad demandada en la ampliación de demanda, la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana.

Finalmente, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalan las once horas del diecisiete de enero de dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.

VI.- En la fecha y hora indicadas en el punto resolutivo anterior - once horas del diecisiete de enero de dos mil veinte -, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos **********; dio cuenta de las actuaciones acontecidas en el presente juicio –demanda, así como su respectiva contestación-En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y V, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo Estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio el C. ********** quien impugna la resolución dictada el 06 de agosto de 2019, por el Director de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo al hoy actor en su calidad de propietario del establecimiento con giro de salón de eventos denominado **********, ubicado en calle **********, **********, en esta ciudad, una multa por la cantidad total de mil unidades de medida y actualización, misma que se le exige su pago; por lo que el accionante tiene interés jurídico para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad, precisando que, esto es únicamente en cuanto hace a esa multa impuesta.
Por su parte, el Director General de Gobernación de la Subsecretaría de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno, acredito su personalidad con la copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado la cual obra agregada a fojas 36 del expediente en que se actúa, 

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución dictada el 06 de agosto de 2019, por el Director de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, mediante la cual se le está imponiendo al enjuiciante en su calidad de propietario del establecimiento con giro de salón de eventos denominado **********, ubicado en calle **********, **********, en esta ciudad, una multa por la cantidad total de mil unidades de medida y actualización.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido esta Sala Unitaria advierte que el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, al contestar la demanda alude a que el actor del juicio no cumple con el requisito previsto en el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que en su párrafo tercero dispone que “En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso” y que en el caso la parte actora no exhibió la licencia correspondiente para la venta, consumo y distribución de bebidas alcohólicas que explota en el establecimiento denominado “**********” Salón de Eventos y que por lo tanto carece de legitimación para instar a juicio. 
A juicio de esta Sala Unitaria la excepción hecha valer por la autoridad demandada resulta ser parcialmente fundada, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

En primer término, cabe precisar que en términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico exhibiendo la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso correspondiente.

En otra parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que cuando el particular acude a juicio sin contar o exhibir alguno de los mencionados documentos que acredite tal interés, en caso de que además de la orden y los actos del procedimiento respectivo, se controvierta la sanción impuesta, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la legalidad de esa sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y el consecuente procedimiento administrativo.

Ello, conforme a lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:
Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.- Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere. 
Por tanto, conforme al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es decir, de aquellas que para su desempeño es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada de manera tal que, cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización, permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta. 
En el caso que nos ocupa, si bien es cierto que la parte actora no acreditó contar con la licencia para el consumo, distribución y/o venta de bebidas alcohólicas establecida en el artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, para la realización de una actividad reglada; también lo es que al haber controvertido en esta vía jurisdiccional, la resolucion definitiva, mediante la cual se impone la multa consistente en mil unidades de medida y actualización; es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad, no habría impedimento legal para que esta Sala Unitaria analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta en dicha resolución.
Es decir, si bien es cierto, la multa impuesta al actor consistente en mil unidades de medida y actualización, deriva de la orden de Inspección y del Acta de Inspección Circunstanciada, que la parte actora refiere en su escrito de ampliación de demanda, constituye una excepción que obliga a este Sala Unitaria a ceñirse al estudio de la multa, conforme a los conceptos o argumentos encaminados a combatirla, sin poder analizar aquéllos enderezados en contra de los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como son las Órdenes de Visita e Inspección, las Actas de Verificación Circunstanciadas, y el consecuente procedimiento administrativo sancionador; porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien exhiba la documentación que lo legitime para ello.

Por tanto, lo único que será motivo de análisis en el fondo de esta controversia será la resolución definitiva de fecha 06 de agosto de 2019, por el Director de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno en la parte relativa a la imposición de la sanción en ella establecida por la cantidad total de mil unidades de medida y actualización a la parte actora y, no aquellos elementos ajenos o distintos a ella, como lo son; aquellos relacionados a la suspensión de sus actividades, así como las órdenes de inspección, Vigilancia y Verificación y las actas de inspección circunstanciadas, de lo que se sigue, que esta Sala Unitaria únicamente examinará los conceptos de impugnación formulados en contra de la citada resolución –en lo referente a la multa-, sin analizar aquéllos otros argumentos que se encuentren dirigidos a controvertir actos diversos.
Motivo por el cual es de decretar el sobreseimiento parcial de este juicio respecto de la resolución impugnada únicamente en las partes relativas a la colocación de los sellos de suspensión, específicamente de las siguientes partes: 
……

III. Cabe destacar que en la Diligencia de referencia se detectó e hizo constar que:

(…) como medida de seguridad se colocan engomados de suspensión con no. folio **********, en la puerta…

……

Tercero.- Hasta en tanto se acredite ante esta Dirección General de Gobernación el cumplimiento decretado en el resolutivo segundo, correspondiente al pago de la cantidad (…) por concepto de multa, se estará en condiciones de levantar sellos de suspensión respectivos colocados en el establecimiento denominado “**********” 

(Énfasis añadido)

Al actualizarse una causal de sobreseimiento derivada de que la promovente no acreditó su interés jurídico en términos del párrafo tercero del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que actualiza la causa de improcedencia y sobreseimiento establecida en los numerales 228, fracción II, y 229, fracción II, del mismo Código, que establecen lo siguiente:
“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

…

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

…”

Máxime que en virtud de no acreditar dicho interés jurídico con las documentales correspondientes (licencia o refrendo), la presente sentencia no podría tener el alcance de que se le permitiera a la accionante el realizar una actividad reglada.
Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio del agravio que arguye el demandante en contra del acto impugnado.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la empresa actora en su escrito inicial de demanda y de ampliación se localizan a fojas de la 14 y 56 a la 62 del expediente en que se actúa, respectivamente, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Por su estrecha relación entre sí, se procede al análisis conjunto de los conceptos de impugnación que plantea la parte actora, que guaren similitud entre sí, los cuales se examinan con las manifestaciones expuestas por el Director General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en su oficio de contestación a la demanda y su ampliación, y de las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente.

1.- En el PRIMERO Y SEGUNDO CONCEPTO DE IMPUGNACIÓN del escrito inicial de demanda la parte actora controvierte la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado, y dado que lo relativo a la competencia de la autoridad, es de estudio preferente, se iniciara con el análisis de este argumento.
En ese sentido se tiene que la parte actora aduce falta de competencia de la autoridad que emitido el acto y al efecto manifiesta esencialmente lo siguiente.

En el concepto de impugnación Primero del escrito de demanda, la actora sustancialmente arguye la violación de lo establecido en los artículos 164, fracciones I, y V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 16 de la Constitución Federal, toda vez que la autoridad demandada fue omisa en fundar su competencia material y territorial en la resolución determinante de la multa controvertidas, ya que en el cumulo de leyes que cita la demandada no se advierte que advierte fundamento legal que faculte a la Dirección General de Gobernación para imponer multas en contravención a las disposiciones en materia de bebidas alcohólicas:

Agrega que la demandada señala como fundamentación de su competencia en el considerando I, los artículos 7, 80 y 82 de la Constitución Política del Estado, sin señalar con precisión a que fracción párrafo inciso o sub inciso se refiere, además de que las diversas fracciones que componen el citado numeral 80, se refieren a las atribuciones del Gobernador del Estado; que por su parte el  referido artículo 82 hace referencia a que el Gobernador del Estado se auxiliara con las dependencias y entidades que prevea la Ley Orgánica de la Administración Publica y que al efecto la emisora del acto cita el artículo 3 de la citada Ley Orgánica de la Administración Publica, pero que en ninguna parte del referido artículo 3, se establece la existencia de la Dirección de Gobernación como autoridad auxiliar para los asuntos de su competencia.

Sigue diciendo que la demandada también cita los artículos 31 y 32 de la Ley Orgánica de la Administración Publica, sin señalar con precisión a que fracción párrafo inciso o sub inciso se refiere, además de que dichos dispositivos se refieren a atribuciones y dependencias distintas a la Dirección General de Gobierno, dichos artículos no señalan de manera precisa a la citada autoridad, pues el numeral 32 ya mencionado se refiere a la Secretaria General de Gobierno y no a la emisora del acto, además de que no señala el organigrama de donde provenga dicha autoridad.
Añade que la autoridad demandada cita únicamente los artículos 1 del Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobierno que se refiere a la Secretaria General de Gobierno como dependencia del Poder Ejecutivo del Estado y el numeral 13 fracción XIV, XV, XVI y XVII, del reglamento en mención, numeral que si bien es cierto se refiere a las atribuciones de la Dirección de Gobernación, ninguna de las fracciones que cita establecen las competencia material de la emisora del acto para imponer multas; que también cita los artículos 1, 2, 6 y 7 fracción V, 35 y 36 de la Ley de Bebidas alcohólicas del Estado, pero que de estos tampoco se desprende la competencia material de la demandada, además de que no señala cuál de las fracciones que conforman el artículo 6 aplica al caso en particular, y respecto a la cita de fracción V del artículo 7 ya mencionado, es insuficiente porque no establece la facultad de imponer multas por infringir la Ley de Bebidas Alcohólicas.
Sigue diciendo que además la demandada omitió citar el articulo 3 fracción II, del reglamento en cita, así como el artículo 5 de la Ley de Bebidas alcohólicas del Estado; normativos que suponiendo sin conceder, el primero, dota de competencia por grado y territorio a la Dirección General de Gobernación y el segundo de los citados de competencia material.
En el Segundo concepto de impugnación la parte actora, reitera la demandada viola en su perjuicio los artículo el artículo 164, fracciones I, y V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 16 de la Constitución Federal, porque la demandada no funda ni motiva su competencia por materia, grado y territorio; también se duele que la emisora del actor señala como fundamento de su actuación una serie de dispositivos del Código Fiscal del Estado, sin precisar exactamente la fecha de publicación en el Periódico Oficial del Estado Plan de San Luis, en el cual se derogan y se añaden diversas disposiciones, en las cuales sustenta su competencia, hecho que niega lisa y llanamente al no existir en el documento una debida fundamentación de la competencia 
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda y de la ampliación, sostiene la legalidad y validez de los actos controvertidos.
Una vez analizados los conceptos de impugnación antes precisados (Primero y Segundo), esta Segunda Sala Unitaria considera que los mismos son por una parte infundados, y por otra parte inoperantes, para decretar la nulidad de los actos que se combaten, de conformidad con lo siguiente:

En principio es menester precisar que conforme a lo resuelto en el Considerando Cuarto del presente fallo, la litis en este asunto, se centrará únicamente en lo referente a la imposición de la multa establecida en la resolución impugnada, toda vez que la promovente no acreditó su interés jurídico en términos del párrafo tercero del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,  en virtud de que no trajo a juicio las licencias –o refrendos- respectivos de la actividad regulada.
Precisado lo anterior, conforme a lo previsto en los artículos 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, de ahí que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 

Por tanto, en toda actuación de las autoridades administrativas, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado a la certeza o seguridad jurídica, lo que significa, que sepa en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual, indefectiblemente, lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida.
 

En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

Así, se tiene entonces que todo acto de molestia, que se dé a conocer a los particulares, a efecto de que sea legal, debe cumplir entre otros requisitos, con que el mismo sea emitido por autoridad competente y cumpliéndose las formalidades esenciales del procedimiento que le den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente se dictará por quien tenga competencia para ello, expresándose el carácter de la autoridad respectiva que lo suscribe, el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tales facultades, pues de lo contrario se dejaría al gobernado en estado de indefensión, al desconocer el apoyo que faculte a la autoridad al emitir el acto. 

Pues, al desconocer el apoyo que faculta a la autoridad para expedir el acto y el carácter con el que lo hace, resulta evidente que no se le otorgaría al particular la oportunidad de examinar si la actuación de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si este es o no conforme a la ley o a la Constitución; ello es así, porque tienen el alcance de exigir que todo acto de molestia se emita por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades. 

El Poder Judicial de la Federación, ha establecido criterio firme, en el sentido de que para cumplir con el derecho de fundamentación establecido en el artículo 16 Constitucional, es necesario que la autoridad precise su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la Ley, Reglamento, Decreto o acuerdo que le otorguen la atribución ejercida.

Determinando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en reiteradas ocasiones, que la fundamentación de la competencia es requisito esencial del acto de autoridad, como se aprecia de la jurisprudencia P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, número 77, Mayo de 1994, página 12, que dice:

Época: Octava Época; Registro: 205463; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Núm. 77, Mayo de 1994; Materia(s): Común; Tesis: P./J. 10/94; Página: 12 

COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.
Así, el Máximo Tribunal ha ido profundizando en la interpretación y alcance de lo dispuesto en los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los derechos de legalidad y seguridad jurídica, así como en la obligación a cargo de la autoridad de incluir en los actos administrativos la cita o transcripción de los preceptos que le confieren competencia. 

A ese respecto, se puede citar el criterio sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en relación a que en materia administrativa, para poder considerar un acto de autoridad como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: 

a) Los cuerpos legales y preceptos que se están aplicando al caso concreto, que contengan los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones, párrafos y preceptos aplicables y;

b) Los cuerpos legales y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.

De donde se sigue, que la competencia del órgano administrativo es el conjunto de atribuciones o facultades que le incumbe, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica.

Además, que de esta manera, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones.

De tal manera que, la competencia de las autoridades administrativas se fija siguiendo, básicamente, cuatro criterios, a saber:

a) Materia: Atiende a la naturaleza del acto y a las cuestiones jurídicas que constituyen el objeto de aquel, se ubican dentro del campo de acción de cada órgano, que se distingue de los demás. 
b) Grado: También llamada funcional o vertical y se refiere a la competencia estructurada piramidalmente, que deriva de la organización jerárquica de la administración pública, en la que las funciones se ordenan por grados (escalas) y los órganos inferiores no pueden desarrollar materias reservadas a los superiores o viceversa.

c) Territorio: Esta hace alusión a las circunscripciones administrativas. El Estado por la extensión de territorio y complejidad de las funciones que ha de realizar, eventualmente se encuentra en necesidad de dividir su actividad entre órganos situados en distintas partes del territorio, cada uno de los cuales tiene un campo de acción limitada localmente; por tanto, dos órganos que tengan idéntica competencia en cuanto a la materia, se pueden distinguir, sin embargo, por razón de territorio.

d) Cuantía: Atiende al mayor o menor quantum, se determina por el valor jurídico o económico del objeto del acto que ha de realizar el órgano correspondiente.

Así, para estimar que un acto de autoridad está debidamente fundado, la autoridad administrativa debe invocar adecuadamente su competencia (por materia, grado, territorio y cuantía), este deber, en algunos casos, implica transcribir una porción del precepto que prevé tal competencia, cuando se trate de una norma compleja.

El criterio expuesto quedó establecido en la jurisprudencia 115/2005, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, Septiembre de 2005, página 310, que a la letra señala:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio…”

Criterios de referencia que constituyen requisitos sine qua non del acto de imperium, de cuya observancia depende la legalidad del acto que afecte la esfera jurídica del particular.

Esto es así, pues sin los requisitos aludidos, el acto de autoridad se tornaría autoritario e ilegal, situación que se traduce en un estado de indefensión e incertidumbre jurídica al gobernado que lo resiente, pues desconocería si el ente que lo emite, se encuentra o no legalmente facultado para ello, vulnerando inevitablemente el estado de derecho que debe regir su actuación.
Establecido lo anterior, se procede al estudio de la competencia –y su fundamentación- de la autoridad que emitió la  resolución dictada el 06 de agosto de 2019, mediante la cual se le está imponiendo al enjuiciante en su calidad de propietario del establecimiento con giro de salón de eventos denominado **********, ubicado en calle **********, **********, en esta ciudad, una multa por la cantidad total de mil unidades de medida y actualización; dicha resolución que se tiene a la vista, advirtiéndose en ella, que en sus Considerandos “1” y “2”, el Director General de Gobernación del Estado asentó las disposiciones legales que lo facultan para emitir esas referidas resoluciones sancionatorias, tal y como se desprende de la siguiente transcripción: 

“1.- Con fundamento en el artículo (…) 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 7, 80 y 82 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1, 2, 3, 18, 31 y 32 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, 1 y 13 fracción(sic) XIV, XV, XVI y XVII del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 1°, 2°, 6, 7 fracción V, 35 y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí (…)”
2.- Luego entonces esta Dirección General de Gobernación es competente para aplicar la Ley de Bebidas Alcohólicas, ejecutar y llevar a cabo las acciones de vigilancia (…), así como el aplicar sanciones que correspondan, a quienes transgredan las disposiciones contempladas en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, todo ello con fundamento en los artículos 1, 2, 5 fracción I, 7 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI y XII, 20, 32 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI y XVII, 33, 35, 36, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57 y 58; además 1°, 196, 197, 198, 199, 200 y 201 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 1° y 24 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, 1°, 13 fracciones XV, XVI, XVII y XVIII del Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobierno.”

(Énfasis añadido)
De lo trasunto, se advierte que el Director General de Gobernación del Estado, para fundar su competencia citó como fundamentos, entre otros, los artículos 13 fracciones XIV, XV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 1º, 5° fracción I y 7° fracciones V y VI, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; los cuales establecen lo siguiente:

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO

“ARTICULO 13.- Compete a la Dirección General de Gobernación las siguientes atribuciones:

…

XIV.- Hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad;

XV.- Coordinar las acciones con las instancias municipales, estatales y federales a fin de mantener un control sobre los establecimientos expendedores de bebidas alcohólicas;

XVI.- Inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado;

(…)”

LEY DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
“ARTÍCULO 1º. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés social; tiene por objeto regular la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas en el Estado; así como prevenir y combatir el abuso en el consumo de éstas, por ser la salud de toda persona, un derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido.”

“ARTÍCULO 5º. Son autoridades competentes para la aplicación de esta Ley, conforme a sus atribuciones: 

I. El titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o través de las secretarías, o dependencias que determine su ley orgánica, y reglamentos;

(…)”
“ARTÍCULO 7º. Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias competentes:

…

V. Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 10 de esta Ley;

VI. Determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura, mediante el procedimiento que corresponda;

(…)”
Conforme a lo anterior, es válido concluir que en el caso se cumple con la garantía de fundamentación y motivación de la competencia consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación y motivación que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia, es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; lo cual acontece en el presente asunto, en términos de las disposiciones legales invocadas en la resolución sancionatoria impugnada, toda vez que en ésta se precisan los preceptos en los que se sustentan las facultades Director General de Gobernación para emitir dichos actos sancionatorios, al fundar su competencia material y territorial, entre otros, en los artículos 13, fracciones XIV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 5°, fracción I y 7°, fracción VI, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, anteriormente transcritos, así como en el diverso 24**********de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, en los cuales se establece que las dependencias que conforman la administración pública del Estado, podrán aplicar sanciones en los términos de las leyes, reglamentos y demás disposiciones legales en materia de su competencia, y en particular la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, tiene la facultad para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, tal como lo es la aplicación de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, donde se prevé, que el titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o a través precisamente de sus Secretarías o Dependencias, tiene competencia para determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura; asimismo para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia.
En ese tenor, a consideración de esta Sala Juzgadora la resolución sancionatoria controvertida, se encuentra debidamente fundada y motivada en cuanto a la competencia del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, toda vez que a través de dicho acto se impuso multa –sanción- al hoy actora respecto del establecimiento con giro de salón de eventos denominado **********, así como se sostuvo la suspensión de las actividades a dicho establecimiento hasta en tanto cumpliera con el pago de la sanción y diera cumplimiento a sus obligaciones omitidas; facultad que se encuentra prevista en los preceptos legales antes citados, y en los que además se precisa que ejercerá tal atribución para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, es decir, en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

Sin que sea óbice a lo anterior, que la parte actora señale que en la resolución en controversia que se analiza, no se fundó en los artículos 3 fracción II, del Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobierno, así como el artículo 5 de la Ley de Bebidas alcohólicas del Estado; pues dichas manifestaciones a consideración de esta Sala Juzgadora devienen en infundadas e inoperantes.

Lo anterior, porque contrario a lo argüido por la actora, en la resolución sancionatoria sí se citó el artículos 5°, fracción I, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estados; de ahí lo infundado e inoperante de la simple manifestación de la impetrante en ese sentido ya que la actora parte de una premisa falsa, dado que en el considerando número “2” de la resolución impugnada si se cita como fundamento de su actuación el artículo 5 de la Ley de Bebidas alcohólicas del Estado; por ende, a ningún fin práctico conduciría el análisis y calificación de dichas aserciones, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la ilegalidad de las resoluciones impugnadas.

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

Época: Décima Época; Registro: 2001825; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.); Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”
Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.

Por otra parte respecto a que la autoridad demandada para establecer su competencia para emitir las resoluciones determinantes de multa impugnadas, además de los preceptos que se analizaron con anterioridad y que sirvieron de fundamento a los actos cuestionados, debía señalar exactamente la fecha de publicación en el Periódico Oficial del Estado Plan de San Luis, en el cual se derogaron y se añadieron las disposiciones, en las cuales sustenta su competencia; como se dilucidó en párrafos precedentes, la autoridad demandada cumplió con la garantía de fundamentación de la competencia de los actos de autoridad, consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en citar los preceptos que contienen la facultad ejercida, ya que con los preceptos que se citaron en los referidos actos y que fueron anteriormente analizados, son suficientes para colmar la exigencia constitucional y legal de mérito; de ahí que sea ineficaz la exigencia alegada por la impetrante, pues como ya se dijo, basta con citar en los actos de autoridad los preceptos que contengan la facultad ejercida, lo cual en la especie sucedió. 
Aunado a que el hecho de que la demanda no haya citado la fecha en la cual se derogaron y se añadieron las disposiciones, en las cuales sustenta su competencia, no puede demeritar las facultades expresamente establecidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas de Estado de San Luis Potosí. 
Sólo para robustecer lo anterior, no debe soslayarse que para estimar cumplida la garantía de fundamentación respecto a la competencia de las autoridades, consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se requiere únicamente que los actos de autoridad se fundamenten en los preceptos legales que les otorgue la atribución ejercida, citando el apartado, fracción, inciso o subinciso, y en caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente; sin que se colija de dicha garantía la exigencia de una abundancia superflua, y menos aún que se citen preceptos que no contienen atribución alguna a favor de la autoridad para emitir sus actos; máxime como se dilucidó en párrafos precedentes, en los actos cuestionados sí se citaron los cuerpos legales y preceptos suficientes que otorgaron a la autoridad demandada la competencia para emitir los actos ahora cuestionados.

Lo antes expuesto se ve robustecido con los criterios jurisprudenciales citados en el preámbulo de este Considerando, así como en la siguiente jurisprudencia:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.


Derivado de lo anterior es que resulta lo infundado e inoperante de las manifestaciones vertidas en el primero y segundo de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda.


2.- Ahora bien, esta Sala procede al estudio del TERCER CONCEPTO DE IMPUGNACIÓN, del escrito inicial de demanda, en el que aduce el actor que la multa que le fue impuesta en la resolución impugnada no se encuentra debidamente fundada y motivada, considerando que la sanción impuesta no guarda ninguna relación y no se adecua a la hipótesis normativa que señala la autoridad;

Añade que la autoridad como fundamento para imponer la sanción impugnado, utiliza dos hipótesis normativas distintas, con alcance y consecuencias distintas, ya que primero establece en la resolución impugnada que “se considera grave ya que se encuentra entre las indicadas en el artículo 57 fracción VI de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado (…) por lo que se hace acreedora a una multa de 1000 u.m.a., 8unidad (SIC) de medida de actualización”   y que posteriormente en el resultando segundo de la misma resolución señala; “La persona física Jaime López Gallardo …… se hace acreedora a una multa de 1000 por violación al artículo 3 y 32 fracción IV inciso A de la Ley de Bebidas alcohólicas vigente en el Estado. Por tanto envíese oficio a la Secretaria de Finanzas para efecto de realizar el cobro de la infracción, correspondiente a 1000 u.m.a., respecto a la multa impuesta, lo anterior en concordancia con el artículo 57 fracción II de la multicitada Ley”; por lo que se le deja en estado de indefensión ya que se desconoce cuál de las dos hipótesis es la aplicable al caso en particular, además que ninguna de las fracciones que cita la autoridad del artículo 57 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado se adecua a la multa impuesta, pues ni la hipótesis a que se refiere la fracción II se refiere a una multa de 20 a 200 días de salario mínimo vigente, ni la prevista en la fracción VI que se refiere a la clausura definitiva y cancelación de licencia, del citado 
precepto normativo encuadra con la multa determinada por la autoridad demandada, ya que de ninguno de esos supuestos se desprende la emisión de la multa en la cantidad de 1000 u.m.a., además de que tampoco señala que se calculara en base a la medida de actualización, sino que establece en días de salario mínimo y cita como sustento de su argumento la jurisprudencia de rubro “TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.”

Concluye señalando que en el supuesto de que se estimara procedente la sanción, esta es ilegal considerando que la autoridad no funda ni motiva el quantum de la sanción, pues no señala los elementos particulares y razones específicas, tarifas y/o otros elementos en los cuales llega a la conclusión de imponer una sanción que no es la mínima en términos del artículo 210 del Código Procesal Administrativo para el Estado e imponer un monto excesivo no previsto en la norma en la que funda la imposición de la multa.
A juicio del Magistrado Titular de la Sala Unitaria número dos, resulta fundado y suficiente para decretar la nulidad de la resolución impugnada, el tercer concepto de impugnación que plantea el actor, de conformidad con los siguientes razonamientos.
En primer término, es necesario precisar la obligación de todas las autoridades de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 46 del propio Código Fiscal del Estado.
En ese sentido, debe señalarse que tales exigencias tienen como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia y para que el afectado pueda conocer con precisión de cuál autoridad proviene, así como su contenido y sus consecuencias. Para ello, la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite. 
Por lo que hace a la exigencia de motivación, se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 
Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

 En ese orden de ideas, del análisis efectuado al acto impugnado que se hace consistir en la resolución de fecha 06 de agosto de 2019, emitida por el Director de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno del Estado,  mediante la cual se le está imponiendo al enjuiciante en su calidad de propietario del establecimiento con giro de salón de eventos denominado **********, ubicado en calle **********, en esta ciudad, una multa por la cantidad total de mil unidades de medida y actualización, equivalente a **********por violación al artículo 3 y 32 fracción IV inciso A de la Ley de Bebidas alcohólicas vigente en el Estado al llevar a cabo las actividades sin contar con la licencia correspondiente para el giro de Salón de Eventos así como el permitir el consumo de bebidas alcohólicas a menores de edad.
En ese sentido del acto impugnado se desprende que la autoridad demandada manifiesta como obligación infringida la prevista para los titulares de las licencias en la fracción IV, inciso a), del artículo 32 fracción de la Ley de Bebidas alcohólicas vigente en el Estado, que dice textualmente lo siguiente:
“ARTÍCULO 32. Son obligaciones de los titulares de las licencias:

…..

IV. Negar la venta y suministro de bebidas alcohólicas a: 

a) Menores de edad, o a personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho.”

Ahora bien, del precepto legal que establece las obligaciones de los titulares de las licencias y que interpretado a contrario sensu prevé las conductas sancionables, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con las licencias de bebidas alcohólicas y/o los titulares de la licencia, la venta o suministro de bebidas alcohólicas a menores de edad, o a personas que no tengan capacidad para comprender el significado del hecho. 

Por otra parte, la autoridad demandada invoca como precepto legal en que sustenta la imposición de la multa, las fracciones II y IV del artículo 57 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:
ARTÍCULO 57. Las demás infracciones a esta Ley cometidas por los titulares de las licencias, o sus encargados, o personal, serán calificadas por la autoridad estatal o municipal, según sea el caso, y éstas de acuerdo a la gravedad o reincidencia de la falta, podrán imponer indistintamente, una o varias de las siguientes sanciones:

….

II. Multa de veinte a doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente a la fecha en que se cometa la infracción; 

…..

VI. Clausura definitiva de los establecimientos y cancelación de la licencia. Cuando se realice en ellos la comisión de alguno de los delitos contra la vida, la integridad corporal y la salud de las personas, y que se haya comprobado la culpabilidad; o negligencia por parte de los propietarios o encargados del establecimiento, en los términos de las leyes aplicables en la materia; y por las violaciones graves a este Ordenamiento. 

Para efectos de la aplicación de este artículo, se consideran violaciones graves, la infracción reiterada a las fracciones IV, V, VI y IX del artículo 32 de este Ordenamiento; así como incurrir en los casos señalados en las fracciones I, II y IV del artículo 49 de esta Ley.

[el resaltado en subrayado y en negrilla es propio]

Señalando la demandada en su apartado relativo a la motivación lo siguiente:

"Ya que a juicio de esta Autoridad el no contar con la licencia para la venta y distribución de bebidas Alcohólicas y permitir el consumo de bebidas alcohólicas a menores de edad es una violación grave, debido a que se considera grave ya que se encuentra entre las indicadas en el artículo 57 fracción VI de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, es así como se determina la sanción, por lo que se hace acreedora a una multa de 1000 u.m.a. (unidad de medida y actualización), por la violación al artículo 3 y 32 fracción IV inciso A lo anterior en la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado de San Luis Potosí y considerando artículo 210 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, articulo 54 párrafo 2° y 55 de la Ley de Bebidas Alcohólicas para el Estado de San Luis Potosí en concordancia con lo establecido por el considerando 5 de esta resolución”

Ahora bien, del precepto legal que funda la infracción para la imposición de multas, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con las obligaciones de los titulares de las licencias o sus encargados, o personal; las que de acuerdo a la gravedad o reincidencia de la falta, se podrán imponer indistintamente, entre otras las siguientes sanciones:
a) Multa de veinte a doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente a la fecha en que se cometa la infracción,
b) Clausura definitiva de los establecimientos y cancelación de la licencia.
Por lo que tomando en cuenta los motivos y fundamentos antes expuestos, la autoridad demandada determinó imponer a la parte actora una multa por la cantidad total de 1000 u.m.a. (unidad de medida y actualización), que equivale a la cantidad de total de ********** precisando al efecto en la Motivación, que la multa se determinó por “llevar a cabo sus actividades sin contar con la licencia correspondiente para el giro de Salón de Eventos así como el permitir el consumo de bebidas alcohólicas a menores de edad”, lo cual no se encuentra comprendido dentro del supuesto establecido en el artículo 32 fracción de la Ley de Bebidas alcohólicas vigente en el Estado, dado que dicho normativo está destinado a la observación de los titulares de la licencias, siendo en el caso quienes incurrirán en infracción a dicha disposición y en el caso que nos ocupa, la motivación que hace la autoridad es precisamente por no contar con la licencia correspondiente para realizar la actividad relativa al salón de eventos.
Además de lo señalado en el párrafo anterior la multa por la cantidad total de 1000 u.m.a. (unidad de medida y actualización), que impone la autoridad, no corresponde a ninguna de las previstas en las fracciones  II y IV del artículo 57 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, sino que son totalmente distintos, pues el numeral 57 de la citada Ley se refiere a la calificación de las infracciones cometidas por los titulares de las licencias, o sus encargados, o personal,  y la fracción II, de dicho numeral prevé como tal Multa de veinte a doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente a la fecha en que se cometa la infracción, y por su parte la fracción IV, prevé como infracción Clausura definitiva de los establecimientos y cancelación de la licencia; lo cual significa en principio que el destinatario de la imposición de dichas sanciones son los titulares de las licencias, y en segundo lugar, que las sanciones no corresponden a la impuesta en el caso; además de que por el hecho de estar dirigidas a los que sí cuentan con la licencia correspondiente que exige la Ley de Bebidas Alcohólicas, en el caso en particular no son aplicables, ya que es precisamente el motivo de la sanción la falta de licencia correspondiente, por lo que se trata de dos hipótesis contradictorias entre sí.
En este sentido, la autoridad demandada no específico de manera concreta a cuál de los supuestos se ajustaba  la infracción atribuida al contribuyente, ello al pretender sancionar al actor, con la imposición de multa, a virtud de la actualización de dos supuestos que resultan contradictorios entre sí, máxime que como quedó señalado, la infraccion en que incurren los titulares de las licencias a las obligaciones que como tal prevé la Ley de Bbidas Alcoholicas, es distinta a la infraccion y/o omisión en que incurren quien no cuenta con la licencia que exige dicha ley, de ahí que ambos supuestos no pueden coexistir, al tratarse de dos hipótesis distintas.

Por tanto, considerando la aplicación estricta de las normas infractoras, se impone como obligación de las autoridades determinar con precisión la conducta de incumplimiento considerada como infractora, acorde al supuesto normativo en que encuadre dicho incumplimiento del particular, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente.
Lo anterior es así, dado que, además del principio de exacta aplicación de la ley, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que el principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, debe hacerse extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una multa por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta ni por analogía ni por mayoría de razón y al respecto cobra aplicación el criterio emitido por el Pleno de la Suprema Corte en la Jurisprudencia cuyo rubro y contenido es el siguiente.
“Época: Novena Época, Registro: 174326, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Agosto de 2006, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 100/2006, Página: 1667 

TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.

El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón….”
En ese contexto, del contenido de la multa impugnada se desprende que el motivo que dio origen a la multa no fue determinado de forma adecuada a la disposición normativa en que la autoridad funda la imposición de la multa ya que además de que esta se encuentra destinada a aquellos supuestos en los que se cuenta con la con la licencia correspondiente en términos de la Ley de Bebidas Alcohólicas; ninguna de las fracciones del artículo 57 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado que cita la autoridad prevé la multa por la cantidad total de 1000 u.m.a. (unidad de medida y actualización), que equivale a la cantidad de total de ********** pues mientras la fracción II, de dicha disposición prevé multa de veinte a doscientas veces el salario diario de la medida y actualización, la fracción IV, prevé la relativa a la clausura definitiva de los establecimientos y cancelación de la licencia; precisando al efecto que en la motivación de la resolución impugnada se advierte que la multa se determinó por “llevar a cabo sus actividades sin contar con la licencia correspondiente para el giro de Salón de Eventos así como el permitir el consumo de bebidas alcohólicas a menores de edad”, de ahí que no se conoce de manera clara, precisa, exacta e indubitable, cuál es la conducta que constituye la infracción y por tanto le impide saber al destinatario  con exactitud y sin margen de duda cuál es el supuesto que actualiza la generación de la sanción, sin tener que acudir a suposiciones para saber si alguna conducta se ajusta o no a la norma relativa.

A mayor abundamiento, debe decirse que no pasa inadvertido para esa Sala que la autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda, supone que del análisis contextual en el que aparece determinada la motivación se deduce específicamente que en el considerando número 6 de la resolución impugnada, se dice que por violación al artículo 3 y 32 fracción IV, inciso a) de la referida Ley de Bebidas Alcohólicas, y en virtud de no presentar licencia y permitir el consumo de bebidas alcohólicas a menores de edad, se determina procedente imponer una sanción en concordancia, entre otras disposiciones con el artículo 55 de la referida ley, y que al señalar como motivo de infracción el hecho de que el particular no vendía bebidas alcohólicas de alta y baja graduación sin la correspondiente licencia para llevar a cabo esa actividad, se debe considerar que su motivación para imponer la multa impugnada se refiere a la prevista en la citada disposición artículo 55 de la Ley de Bebidas Alcohólicas, ello al señalar en lo conducente lo siguiente:
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plenamente_establecido y dlarficado a la parte actora con la Resolucion que ilegal
injustficadamente_pretende_combatr y esto es un punto importante que debe advertr ese
Juzgador, pues cémo autoridad ministradora de JUSTICIA no puede permitr esa lesin, que se
traduce en violencia, en pericio de los menores de edad ~ cuya defensa de sus derechos
humanos, de su seguridad fisica y salvaguardar su salud- corre a cargo del Estado, como esta
ordenado en a Ley correlatva de los menores de edad




De lo anteriormente transcrito, se desprende en primer término, que si bien es cierto, la demandada hace referencia que la resolución determinante de la multa impugnada es en razón de que la actora vendía bebidas alcohólicas de alta y baja graduación sin la correspondiente licencia para llevar a cabo esa actividad regulada y que caía en una actividad clandestina, al margen y por encima de la ley, además de suministrar bebidas de alta y baja graduación a menores de edad; también lo es, que con dicha manifestación pretende mejorar la motivación expuesta –en virtud de que ya no menciona que el actor no presento la licencia correspondiente para la venta, suministro y consumo de bebidas en el establecimiento con giro de salón de eventos denominado **********, ubicado en ********** como tampoco menciona que con fundamento en el artículo 57 fracción II y IV de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado determino la multa por la cantidad total de 1000 u.m.a. (unidad de medida y actualización), que equivale a la cantidad de total de **********situación que resulta ser contraria a los requisitos de fundamentación y motivación exigidos en la ley, ello en virtud de que los mismos deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros; por lo que dicha actuación no resulta válida.

Por otro lado, y en segundo término, se debe de hacer mención que con dicha manifestación esgrimida por la autoridad demandada, se vulnera el principio de certeza jurídica y tipicidad de la parte actora, dejándola en un estado de indefensión, ello en virtud de que la autoridad demandada en el acto impugnado la pretende sancionar bajo hipótesis distinta a la conducta que motivo la infracción a la Ley de Bebidas alcohólicas, tal y como ha quedado precisado en líneas que anteceden, al determinar la multa por la cantidad total de 1000 u.m.a. (unidad de medida y actualización), con fundamento en el artículo 57 fracción II y IV de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado y en su contestación de demanda señala únicamente que la multa impuesta es por infracción de la actora vendía bebidas alcohólicas de alta y baja graduación sin la correspondiente licencia para llevar a cabo esa actividad regulada y que caía en una actividad clandestina, al margen y por encima de la ley, además de suministrar bebidas de alta y baja graduación a menores de edad; omitiendo referirse a las disposiciones normativas que sirvieron de fundamento para determinar dicha multa -fracción II y IV del artículo 57 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado-pues en todo caso, la parte actora para conocer la infracción, tendría que realizar una interpretación jurídica de la conducta que le es señalada como ilícita y las disposiciones normativas que sustentan la determinación de la multa.

Consecuentemente, si sobre el acto impugnado se establece una motivación indebida que impide saber con exactitud cuál es el hecho infractor que sanciona, dado  que por una parte la demandada señala como motivo de infracción el no presentar la licencia correspondiente para el consumo, venta distribución de bebidas alcohólicas y por otro lado determina la multa consistente en 1000 u.m.a. (unidad de medida y actualización) en numeral 57 fracciones II y IV de la citada Ley que se refieren a la calificación de las infracciones cometidas por los titulares de las licencias, o sus encargados, o personal; entre otras, multa de veinte a doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente a la fecha en que se cometa la infracción, y la clausura definitiva de los establecimientos y cancelación de la licencia; lo cual significa en principio que el destinatario de la imposición de dichas sanciones son los titulares de las licencias, y en segundo lugar, que las sanciones no corresponden a la impuesta en el caso, de ahí que es evidente que resulta contrario al principio de tipicidad que compone parte de la garantía de legalidad, cuya observancia tratándose de disposiciones que establezcan sanciones administrativas debe cumplirse con la elemental claridad que permita a sus destinatarios, conocer sin margen de duda cuál es el supuesto que actualiza la generación de la sanción, sin tener que acudir a suposiciones para saber si la conducta se ajusta o no a la norma relativa.
Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por tanto la NULIDAD  de la resolución determinante de la resolución dictada el 06 de agosto de 2019, por el Director de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, en la parte en la cual se le está imponiendo al hoy actor en su calidad de propietario del establecimiento con giro de salón de eventos denominado **********, ubicado en calle **********, **********, en esta ciudad, una multa por la cantidad total de mil unidades de medida y actualización, en virtud de que fue dictado en contravención a las disposiciones legales aplicables, y al principio de exacta aplicación de la norma, en relación con el principio de tipicidad, toda vez que los motivos en los que determina la infracción no se encuentran determinados de forma precisa, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250, fracción del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Lo anterior con sustento en el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, en la jurisprudencia que dice de la siguiente manera.

Época: Novena Época, Registro: 194664, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Febrero de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: VIII.2o. J/24, Página: 455. 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS.

En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.
En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de multa impugnada en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Refuerza lo anterior, la jurisprudencia, cuyo texto señala lo siguiente:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción IV, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,:
R E S U E L V E
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta el sobreseimiento del presente juicio contencioso administrativo de la resolución impugnada únicamente en la parte relativa a los sellos de suspensión a que hace referencia dentro de la misma; por los fundamentos, motivos y consideraciones expuestos en el Considerando Cuarto de este fallo.
TERCERO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución dictada el 06 de agosto de 2019, por el Director de Gobernación dependiente de la Secretaria General de Gobierno, únicamente en la parte en la cual se le está imponiendo al hoy actor en su calidad de propietario del establecimiento con giro de salón de eventos denominado **********, ubicado en calle **********, **********, en esta ciudad, una multa por la cantidad total de mil unidades de medida y actualización y en consecuencia la Nulidad total de dicha multa, por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a las partes.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-  Rubricas
 “Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
	

	


 �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Artículo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647.





